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REPÚBLICA DE PANAMÁ
óRcnno JUDtc¡ALo

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO

Panamá, veintiocho (28) de diciembre de dos mil dieciocho (201g).

VISTOS:

En estado de resolver se encuentra la solicitud de interpretación

prejudicial interpuesta por la ASAMBLEA NAcloNAL, a través de apoderado

judiciaf, para que la sala Tercera interprete la Resolución Núm. 35g-2017-

DINAG de 8 de mazo de 2017, emitida por la Contraloría General de la

República, que posteriormente dio origen a la Resolución Núm. 415-2017-

DfNAG de 10 de marzo de2017, proferida igualmente por la Contraloría General

de la República

Mediante el acto administrativo cuya interpretación prejudiciat se solicita,

contenido en la Resolución Nrim. }58-2017-DINAG de 8 de marzo de 2017, el

señor Contralor General de la República dispone ordenar a la Direcc6n Nacional

de Auditoría General de la misma entidad, ¡ealizar una auditoría al proceso de

emisión y pago de contratos por servicios profesionales, así como donaciones

efectuadas por la Asamblea Nacionat, durante el período del 1. de julio de 2014

al 31 de diciembre de 2016; así como también realiltzar las diligencias tendientes

a reunir los elementos de juicio que esclarezcan los hechos investigados.
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Por su parte, mediante ra Resorución Núm. 41í-2017-D¡NAG de 10 de

marzo de 2017, proferlda por ta Contraloría General de la República, se le indica

al entonces Presidente de la Asamblea Nacional de Diputados que en ejecución

de la Resolución Núm. 358-2017-DINAG de 8 de marzo de 2017, se adetantará

una auditorla al proceso de emisión y pago de contratos por servicios

profesionales, así como donaciones efectuadas por la Asamblea Nacional,

durante el periodo del 1" de julio de2014 al 31 de diciembre de 2016, para lo

cual se le comunica al Presidente de la ASAMBLEA NACIONAL el equipo de

auditores que realizará dicha auditorla para que se tes brinde la colaboración

que requieran para el cumplimiento de sus funciones.

I. FUNDAMENTO DE LA SOLICITUD

PREJUDICIAL.

DE tNTERpRETAcÉru

según el solicitante, la Resolución N" Núm. 358-2017-DINAG de g de

mazo de 2017, que posteriormente da origen a la Resolución Nrlm. 415-2017-

Df NAG de 10 de marzo de 2017, ambas emitidas por la Contraloría General de

la República, crea una confusión en cuanto a la facultad que tiene el señor

Gontralor General de la República para llevar a cabo una investigación contra

miembros de la Asamblea Nacional, entendiéndose que para el caso de estos

funcionarios impera la apticación de un proceso especial de investigación de

competencia exclusiva del Pleno de la Corte Suprema de Justicia (tal como Io

disponen los artículos 155 y 206 de la Constitución Política y tos artículos 3g,

487 y 489 del Código Procesal Penal), entidad que es la constitucional y

legalmente facultada para "peticionar y gestionar auditorÍas forenses o

cualesquiera otra diligencia judicial, para el esclarecimiento de posibles hechos

punibles que se puedan imputar a Diputados',.

En ese sentido, indica el apoderado judicial de ta ASAMBLEA NACIONAL

que la solicitud de interpretación busca dilucidar la competencia de la Contraloria

General de la República, en lo que se refiere a la función investigativa sobre los

dd@
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Diputados miembros de la ASAMBLEA NACIONAL, a fin de que su actuación

sea adecúe alestricto sentido de la Constitución y la Ley.

II. POSICIÓN DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.

De la solicitud formulada se corrió traslado a la Contraloría General de ta

República, la cual mediante la Nota presentada el día 25 de septiembre de Ze17

en la Secretaría de la Sala Tercera, visible de fojas 60 a G4 det dossier, presentó

un informe el cual señala en su parte medular lo siguiente:

"PRlMERO. La contralorfa General de la Repriblica, mediante
Resolución Núm. 358-2017-DTNAG del g de marzo ,ie 2o1i, ordenó ta
realización de una auditoría a la Asamblea Nacional, orientada
especlficamente al proceso de emisión y pago de Contratos por Servicios
Profesionales, asl como donaciones eféctuadas por É Asamblea
Nacional, durante el periodo del 1 de julio de 2O14 al it Oe diciembre de
2016.
SEGUNDO: Como quiera que la auditorfa está orientada a ta verificación
de procesos administrativos de control y procesos contabtes, se ordenó
la realización de las diligencias pertinentes para recabar los diversos
elementos de juicio que servirán de base para comprobar los procesos
llevados a cabo por la Asambrea Nacionai, desde É perspec-tiva de la
aplicación de normas técnicas y procedimientos de auditorla
correspondientes.
TERCERO: En ejercicio de tales facultades, se emite la Nota Núm. 415-
2017-DINAG de 10 de marzo de 2017,la cual se ampara en el acto
administrativo mencionado en el punto 1 anterior. Es decir, se entiende
que el acto originario de aplicación es la Resolución Núm. 3sg-2017-
Df NAG de I de marzo de 2017, la cual constituye la orden de
cumplimiento de la ordenanza y taculta a la Dirección Nacionat de
Auditoría General para llevar a cabo las diligencias correspondientes.
cuARTo: La Resolución N¡im. 358-2017-DINAG ¿e á oe mazo de
2017, no está orientada a la investigación de algún Diputado en especial.
Por el contrario, su texto es claro en cuanto a que se limita a ordenár una
auditoría sobre los procesos de emisión de pago y contratos por
servicios Profesionales, así como donaciones 

-efectuadas por la
Asamblea Nacional, actos que se entiende son realizados por la
Asamblea Nacional, en ejercicio de sus funciones administrativas y que
no significan la investigación de naturaleza penal o administrativa atÍti.¡lo
personalde ningún Diputado en especial.
QUINTO: consideramos que no existe motivo alguno para que la
Asamblea Nacional de Diputados, interponga esta acción contencioso
administrativa; así como tampoco existe motivo para solicitar la
interpretación prejudicial de la Resolución Núm. gsB-2}17-DtNAG de g
de mazo de 2017, ya que ella no constituye un acto administrativo o una
orden que la Asamblea Nacional deba aplicaÍ para solucionar una
situación determinada ...
La contraloría General de la República, en ejercicio de su función
fiscalizadora puede ordenar, ya sea por denuncia o de oficio, las
investigaciones tendientes a determinar la conección o inconección de
las operaciones que afecten patrimonios priblicos ...
En el ejercicio de su función fiscalizadora, la contratorla General de la
República no investiga ni juzga actos delictivos o poticivos. por el
contrario, la contralorfa General de la Reptiblica, adelanta
investigaciones de carácter administrativo, tendiente a determinar la
corrección o incorrección en el manejo de fondos y otros bienes ptiblicos,
cuya naturaleza no es de carácter jurisdiccional.

tw
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En este caso concreto, la acción de investigación sobre el proceso de
emisión y pago de Contratos por Serviciol Profesionales, así tóro
donaciones efectuadas por la Asamblea Nacional dentro de'un poio¿o
de tiempo determinado. por ello, queda claro que no se está
mencionando. la participación directa o indirecta de algún Diputado en
especial, hecho al cual especlficamente se refiere la noima inüocada en
el libelo ...".

III. OPINIÓN DEL PROCURADOR DE I.A ADMINISTRACIÓN.

Mediante Vista No 1464 de 12 de diciembre de 2A17, el representante del

Ministerio Público solicita a la Sala que acceda a las pretenslones de la

ASAMBLEA NACIONAL, y en consecuencia, interprete prejudicialmente que la

Resolución Núm. 358-2017-DINAG de g de marzo de 2017, emitida por ta

Gontralorla General de la República, no es confusa y es aplicabte a la Asambtea

Nacional de Diputados, toda vez que el señor Contralor Generat de la Repúbl6a

está autorizado constitucional y legalmente para fiscalizar y auditar sus actos de

t$d

manejo de fondos públicos, y que la actuación de dicho funcionario

actos de investigación de índore penal a ningún Diputado, pues

corresponde al Pleno de la Corte Suprema de Justicia.

IV. DEC|SIÓN DE LA SALA.

Encontrándose el presente proceso pendiente de emitir decisión de fondo,

la Sala estima que la solicitud de interpretación prejudicial interpuesta por ta

ASAMBLEA NACIONAL, a través de apoderado judicial, debe declararse no

viables por las consideraciones que se explican a continuación.

La solicitud de interpretación prejudicial presentada recae sobre la

Resolución Núm. 358-2017-DINAG de 8 de mazo de 2017, emitida por la

Contraloría General de la República, visible de fojas 11 a 12 del dossier,

mediante la cual el señor Contralor General de la República dispone ordenar a ta

Dirección Nacional de Auditoría General de la misma entidad, realizar una

auditoría al proceso de emisión y pago de contratos por servicios profesionales,

asf como donaciones efectuadas por la Asamblea Nacional, durante el periodo

del 1' de julio de 2014 al 31 de diciembre de 2016; así como también realizar tas

no
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diligencias tendientes a reunir los elementos de juicio que esctarezcan los

hechos investigados, tales como la recepción de testimonios, designación de

peritos, realización de inspecciones y demás pruebas instituidas por Ley, todo

ello con la aplicación de las normas y procedimientos de auditoría

correspondientes.

Ef petente indica que la referida Resolución Núm. 358-2017-DINAG de g

de mazo de 2017 dio origen a la Resolución Núm. 415-2017-DINAG de 10 de

mazo de 2017, proferida igualmente por el señor Contralor General de la

República, mediante la cual se le indica al Presidente de ta Asamblea Nacional

de Diputados que en ejecución de la Resolución Núm. 358-2017-DINAG de g de

mazo de 2017, se adelantará una auditoría al proceso de emisión y pago de

contratos por servicios profesionales, así como donaciones efectuadas por la

Asamblea Nacional, durante el periodo del 1" de julio de2O14 al 31 de diciembre

de 2016, para lo cual se le comunica al Presidente de la ASAMBLEA NACIONAL

el equipo de auditores que realizará dicha auditorla para que se tes brinde la

colaboración que requieran para el cumplimiento de sus funciones.

Al entrar a decidir el fondo de la petición, lo primero que debemos señalar

es que la solicitud de interpretación prejudicial representa uno de los procesos

de conocimiento del cual es competente la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo, de conformidad con lo establecido en el numeral 11 del artfculo

97 del Gódigo Judicial, que a la letra expresa lo siguiente:

"Artlculo 97.

E; consecuencia, la Sala conocerá en materia administrativa de lo siguiente:

ii.O" la interpretación prejudicial acerca del alcance y sentido de los actos
administrativos cuando la autoridad judicial encargada de decidir un proceso o la
administrativa encargada de su ejecución, lo solicite de oficio antes de resolver
elfondo del negocio o de ejecutar el acto, según conesponda; ...".

La finalidad o el propósito del proceso de solicitud de interpretación

prejudicial, es que la Sala eontenciosa Administrativa interprete prejudicialmente

sobre el alcance de un acto administrativo que va a ser aplicado al decidir un

ü{q



proceso o ejecutar un acto. Como nos dice el jurista panameño HERIBERTO

ARAÚZ, "este proceso consiste en la facultad que le otorga la ley al operador de

justicia o a la autoridad administrativa para consultar a la Sala Tercera sobre el

alcance y sentido de un acto administrativo que le resulte ambiguo, impreciso,

confuso, al momento de aplicarlo o ejecutarlo". (ARAUZ, Heriberto. curso de

Derecho Procesal Administrativo, Primera Edición, Editorial Universal Books,

2004, página 156).

Como lo señala el antes citado, se trata en verdad de una consulta pero

en este tipo de proceso no se discute cuestiones de legalidad, y tampoco hay

partes en el mismo; solamente se le da traslado a la Autoridad que emitió el

acto, si es distinta a la que la eleva, al igual que se le corre en trastado al

Procurador de la Administración, estando contemplada en el numeral 11 del

artículo 97 del Código Judicial.

Como podemos señalar dentro de las caracterfsticas de este proceso es

que puede ser elevado por el funcionario administrativo antes de ejecutar el

acto; se puede solicitar de oficio por la Autoridad; y, debe tratarse de un acto

aplicable al caso, pues su interpretación tiene influencia en el proceso.

Sobre este tipo de proceso se ha referido la jurisprudencia de esta

Corporación de Justicia en numerosas decisiones, entre las cuales podemos

destacar las Resoluciones de 11 de agosto de 2or4,1g de enero de 2005 y I

de agosto de 1997, entre otras, pero para hacerlo más ilustrativo manifestamos

lo señalado mediante la Resolución de 11 de agosto de 2014, mediante la cual

la sala Tercera de lo contencioso Administrativo indicó lo siguiente:

'Al resolver sobre la admisibilidad de la petición de interpretación
prejudicial presentada, el Magistrado sustanciador advierte que de
acuerdo con el numeral 11 del artlculo 98 del Código Judicial y con
reiterada jurisprudencia, en los procesos de interpretación prejudicial la
Sala Tercera tiene la función de interpretar el sentido y alcance de
los actos administrativos cuyo contenido resulta ',oscuro,' o
"dudoso" para las autoridades jurisdiccionales encargadas de decidir un
proceso, o las autoridades administrativas encargadas de la ejecución
del acto administrativo cuya interpretación solicitan antes de eiecutar el
acto. En el presente caso, quien sustancia observa que el apoderado
judicial de la Dirección General de Contrataciones Públicas no está
solicitando la interpretación de un acto administrativo ...



Siendo asl las cosas no es competencia de esta Superioridad emitir
algún tipo de interpretación al respecto, además de que el acto
sometido a interpretación preiudicial no es ni confuso ni oscuro,
sino que guarda relación directa con las competencias de la Dirección
General de contrataciones públicas para atender el tema de la
adquisición de insumos, medicamentos y equipos médicos por parte de
la Caja de Seguro Social, situación que consideramos debé eÉvarse a
consulta, la cual debe ser absuelta por la procuraduría de la
Administración, que de acuerdo a lo preceptuado en el ordinat 1 del
artfculo 6 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000, es a quien le corresponde
"servir de consejera jurldica a los servidores públicos administrativós que
consultaren su parecer respecto a determinada interpretación de la tey o
el procedimiento que se debe seguir en un caso concreto ..." (lo
resaltado es de la Sala Tercera)

En ese sentido, como ha indicado igualmente la Sala Tercera con

anterioridad, los presupuestos procesales de ta solicitud de interpretación

prejudicial son los siguientes:

1. Debe tratarse de un acto administrativo que requiere interpretación y

acompañarlo con el recurso;

2. Sólo están legitimados activamente para solicitar la interpretación

prejudicial del acto administrativo, la autoridad judicial encargada de

decidir un proceso en la que debe aplicar dicho acto administrativo o la

autoridad administrativa encargada de la ejecución del acto administrativo

antes de ejecutarlo;

3. La solicitud debe tener como objetivo la determinación del alcance y el

sentido de un acto administrativo'

4. Debe tratarse de un acto administrativo confuso,

interpretación , ya sea para decidir el caso judicial o

administrativo.

oscuro o de dudosa

para ejecutar el acto

Veamos el análisis de la solicitud de interpretación prejudicial presentada

en este proceso, donde se puede concluir, que efectivamente, la petición ha sido

formulada por la máxima autoridad administrativa de Ia ASAMBLEA NACIONAL,

es decir, la Presidenta de la Asamblea Nacional, y en principio, pareciera que a

través de la Resolución Núm. 358-2017-DINAG de I de maÍzo de 2017, dicha



WN

funcionaria debiera imprimirle trámite al acto administrativo emitido por el señor

Gontralor General de ila Repriblica. [\o obstante, al leen con detenimiento el aeto

cuya interpretación prejudicial se solicita, se observa que el mismo no mantiene

puntos oscuros o dudosos, y en e[ mismo se evideneia una redaeeién clara y

comprensible. Así, el señor Gontrator General de la República se limlta a

ordenar a la Direeeión Naeional de Auditoría Generail de [a misma entidad,

realiza¡ una auditoría al proceso de emisiórn y pago de contratos por seruieios

profesionales, así como donaciones efectuadas por [a Asamblea Naeional,

durante el período del 1' de julio de2014 al 31 de dieiembre de 2016; así como

también realizar las diligeneias tendientes a reunin los elementos de juicio que

esclarezcan los hechos investigados,"de acuerdo a flas normas y procedimientos

de auditorfa correspondientes.

se puede observar, que la Autoridad que presenta [a petieién de

interpretación prejudicial, más que solicitar la correeta lnterpretaeién del acto

administrativo que a sri criterio debla aplicar, y qr.¡e está contenido en la

Resolución Nrim. 358-2017-DINAG de E de marzo de 2017, emitida por !a

Contraloría Generail de la Repriblica, realiza sendos planteamientos de ilegalidad

y de inconstitucionalidad de dicha actuación, lo cuat tampoco es e[ propósito de

esta figura juridica como hemos señalado.

Lo anterior queda evidenciado a foja 5 del libelo presentado en eil cual el

apoderado judieial quc representa a la ASAtuIBI-EA NACIONAL señala lo

siguiente:

"La solicitud que se presenta tiene como objetivo [a determinaeión deü
alcance y sentido del acto administrativo que se pide interpretar, ya que
su sentido parece contrapuesto a claras norrnas constitucionales y
legales, y es preciso conocer si el Gontralor General de la República
posee facultades para realizar actos de investigación que son de
privativa competencia de la Gorte Suprema de Justicia". (lo resaltado
es de la Sala)

En ese sentido, el solicitante pareciera confundir la figura de la

interpretación prejudicial con la consulta de apreciación de validez,
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mediante la cual una autoridad encargada de administrar justicia solicita a la

Sala Tercera se pronuncie sobre la validez legal de un acto administrativo que

debe aplicar para decidir un proceso judicial. (Articulo 97, numeral 12, del

Gódigo Judicial)

El contencioso de apreciación de validez, al igual que el contencioso de

interpretación prejudicial, son coadyuvgntes del control de la legalidad; pero et

primero tiene como finalidad determinar la tegalidad de un acto administrativo, y

que el funcionario juzgador no aplique al momento de decidir un caso, un acto

administrativo con vicios de ilegalidad, y por ello, como ese funcionario

jurisdiccional no puede declararlo ilegal per se, porque carece de competencia

para ello, debe elevar la consulta al Tribunal competente que es la Sala Tercera

de lo Contencioso Administrativo. Es una consulta pero con un fin distinto al

contencioso de interpretación prejudicial.

No obstante to anterior, si bien la Sala Tercera concluye que la redacción

def acto administrativo contenido en la Resolución Núm. 358-2017-DINAG de 8

de mazo de 2017, no contiene puntos oscuros o dudosos, esta Corporación de

Justicia no puede desconocer que de la contestación rendida por el señor

Contralor General de la República, visible de fojas 60 a 64 del dossier, se

aprecia que el objetivo material de la actuación de ta entidad fiscatizadora,

es la realización de una auditoría forense a la ASAMBLEA NACIONAL, a fin

de adelantar investigaciones en las cuales podrÍan estar vinculados

Diputados de la República, y no así, una auditoría general de fondos

públicos como se establece en el acto administrativo que se pretende que

se interprete prejudicialmente

Para reafirmar to señalado, vemos a foja 63 del dossier, que el señor

Contralor General de la Repriblica indicó lo siguiente:

"... la Contralorfa General de la República, en ejercicio de su función
fiscalizadora puede ordenar, ya sea por denuncia o de oficio, las
investigaciones tendientes a determinar la corrección o incorrección de
las operaciones que afecten patrimonios públicos ...".
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Como debe ser de conocimiento del actor procesal, ta Contraloría General

de la República tiene la facultad constitucional y legal de fiscalizar los fondos

púbficos, lo cual realiza mediante et controt previo y posterior en todos los actos

de maneio de fondos de cualquier órgano o institución del Estado, incluyendo la

ASAMBLEA NACIONAL, por mandato de los articulos 280 de la Constitución

Política; y, su Ley orgánica en los artículos 2, 11, 17 y b5 de la Ley N. 32 de

19U. Lo anterior es una facultad constitucional y legal sobre ta cual no existe

duda alguna.

Pero expliquemos el otro aspecto, y así tenemos que, con el objetivo de

realizar las acciones de control pertinentes a las irregularidades encontradas en

los procesos de auditorias, la Contraloría General de la República creó -
mediante el Decreto Número 072-15 Leg. de 12 de enero de 2015, publicado en

la Gaceta Oficial N'27698-A de 13 de enero de 2015-, la Dirección Nacional de

Investigación y Auditoría Forense de la Contraloría General de la República,

asignándosele un instrumento especial de auditoría denominado auditorfa

forense, y definiéndolo como el conjunto de técnicas efectivas para la

prevención e identificación de actos irregutares de fraude y corrupción

administrativa.

De igual forma, en seguimiento de lo anterior, mediante el Decreto N. 56-

2016-DMySC de 12 de febrero de 2016, el señor Contralor de la República

aprueba el documento denominado "Nueva Guia Técnica De Trabajo DelAuditor

Forense", para ser utilizado por la recién creada Dirección Nacional de

Investigación y Auditoría Forense.

En dicho documento, publicado en la Gaceta Oficial N' 2ZgB7 de 1i de

marzo de 2016, se establecen las guias y procedimientos que deben realizar, en

fa fiscalización de fondos públicos, los funcionarios encargados de apl6ar

auditorías forenses.

como vemos, señala el referido Decreto N" s6-2016-DMysc de 12 de

febrero de 2016 que las investigaciones que realice la Contraloría General de la
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República, a través de la Dirección Nacional de finvestigación y Auditorla

Forense, pueden iniciar por medio de oficio, por denuneia, o a solieitud de

las autoridades competentes, y que afl finstruirse una investigación, se

deben practican las diligencias tendientes a reunir los elementos de juicio

que esclarezcan los hechos, pudiendo recibir testimonios, designar

peritos, realizar inspeccionesn solicitar informacién a [as entidades

públicas y privadas; además, de practicar cualesquiera pruebas finstituidas

por la Ley, conforme lo estableee la Ley 32 de 1984, Orgánioa de la Contraloría

General". (Punto X.'f del numeral 1 del Capítr¡lo ill del Decreto tr{' 56-20'f6-

DMySC de 12de febrero de 2016).

Del texto reglamentario citado con anterioridad, puede inferirse que las

auditorías que aborda la Eireeción Nacional de ilnvestigaeién y Auditoría

Forense, denominadas auditorías forenses, cubren fios siguientes factores: a) eil

inicio de la investigaeión (de ofieio, por denuncia o a solicitud de las autoridades

competentes); b) la obteneién y evaluación de las evidencias, a través de

técnicas de la auditoría forense; y, c) su remisión y debida sustentación ante

autoridades competentes, para que éstas validen la existencia de delitos o actos

lesivos al patrimonio del Estado.

Ahora bien, conocida la regulación de las denominadas auditorías

forenses, y de la respuesta brindada por el señor Contralor General de la

República, puede entrevense que el objetivo real de las acciones de control

pretendidas por la entidad fiscalizadora, a través de la Resolución Núm.

358-2017-DINAG de 8 de ma¡zo de 2017, que posteriormente dio origen a la

Resolución Núm. 415-2017-DINAG de {0 de mazo de 2017, ambas

proferidas por la Gontraloría General de la República, es la realización de

auditorías forenses a miembros de la ASAMBLEA NACIONAL. Sin

embargo, estas auditorías serian correctas y aplicables para todo el

perconal que !!g tuviese la condición de Diputados principales o suplentes;

como es el caso de los funcionarios administrativos, o de aquellos
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beneficiados con contratos de servicios profesionales o por donaciones

recibidas, pues para ellos existe ta competencia de ta Gontralorla General

de la República, pero para los Diputados que componen la ASAMBLEA

NACIONAL la competencia está atribuida por los artfculos 155 y 206

(numeral 3) de la Constitución Política, al Pleno de la Corte Suprema de

Justicia, para la investigación y procesamiento de los actos delictivos y

policivos seguidos contra los Diputados principales o suplentes.

Ello es así, pues, como lo establece el acto administrativo cuya

interpretación prejudicial se solicita, contenido en ta Resolución Núm. g1g-2017-

Df NAG de 8 de mazo de 2017, el señor Contralor General de la República

ordena a la Dirección Nacional de Auditoría General de ta misma entidad,

realizar una auditoría at proceso de emisión y pago de contratos por servicios

profesionales, asl como donaciones efectuadas por la Asamblea Nacional, y a

su vez, realizar las diligencias tendientes a reunir los etementos de juicio

que esclarezcan tos hechos investigados, tates como ta recepción de

testimonios, designación de peritos, realización de inspecciones y demás

pruebas instituidas por Ley, diligencias propias de una auditorla forense,

tal y como se encuentra recogido en el Decreto Número 072-15 Leg. de i2 de

enero de 2015, que crea la Dirección Nacional de lnvestigación y Auditoría

Forense de la Gontraloría General de la República, y el Decreto N" 56-20i6-

DMySG de 12 de febrero de 2016, que aprueba el documento denominado

"Nueva Guía Técnica De Trabajo Del Auditor Forense", que permite dentro

de las auditorÍas forenses cualesquiera diligencias tendientes a reunir los

efementos de juicio, que esclarezcan los hechos, pudiendo recibir testimonios,

designar peritos, realizar inspecciones, solicitar información a las entidades

ptlblicas y privadas; además, de practicar cualesquiera pruebas instituidas por la

Ley.

Lo anterior es necesario aclararlo pues resulta evidente que ta

Gontraloría General de la República pareciera confundir una auditoria
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ordinaria (que guarda relación con aspectos de índole administrativo de

manejo de bienes y fondos públicos, a fin de determinar si el mismo se ha

realizado de manera correcta) con una auditoría forense -tal como se

desprende del contenido de la Resolución Núm. 35}-2017-DINAG de g de maÍzo

de 2017, cuya interpretación prejudicial se solicita.

En ese sentido, si bien la Constitución Política de la República otorga a la

contraloría General de la República ta facultad de fiscalizar y regular mediante

el control previo o posterior, todos los actos de manejo de fondos de cualquier

servidor público, dicha facultad se encuentra limitada por propio mandato

constitucional, en lo que se refiere al caso de los Diputados de la República

principales o suplentes, los cuales únicamente pueden ser investigados y

procesados por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, conforme to

establecen los artículos 155 y 206 (numeral 3) de la Carta Magna, y desarrollado

por el artículo 39 de la Ley N' 63 de 28 de agosto de 2008, que adopta el Gódigo

Procesal Penal. La disposición legal en comento señala lo siguiente:

"Articulo 3g. -competencia del pleno de la corte suprema. La Gorte
suprema de Justicia será competente para conocer, en pleno, de tos
siguientes negocios penales:

1. De los procesos penales y medidas cautelares contra los
Diputados, el Procurador General de la Nación, el Procurador de la
Administración, los Ministros de Estado, los Magistrados del Tribunal
Electoral o el Contralor General de la Repriblicá, o de tos cometidos
en cualquier época por personas que, at tiempo de su juzgamiento,
ejerzan arguno de estos cargos". (ro resartado és de ra sáu¡-

De esta forma, como ha quedado explicado anteriormente, la Gontratoría

General de la Repriblica no tiene competencia para investigar hechos

constitutivos de delitos contra los Diputados. De ahí que si en la auditoría

de los funcionarios de la ASAMBLEA NACIONAL, o los que han recibido

donaciones, o han sido contratados por servicios profesionales, hay evidencias

de la participación de un miembro de la ASAMBLEA NAcloNAL, o sea, el

llamado Diputado o Diputada principal o suplente, demostrándose así la

W
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evidencia del hallazgo de dicho acto delictivo, la Contraloría General de la

República debe remitirlo a la corte suprema de Justicia.

Como vemos, en caso que la Gontraloría Generalde la República advierta

-con motivo de su labor de fiscalización o control de fondos públicos- que los

hallazgos pudieran involucrar a Diputados de la República, debe poner en

conocimiento inmediato al Pleno de la Gorte Suprema de Justicia,

organismo con competencia exclusiva para adelantar investigaciones en

contra de dichos funcionarios, por mandato de los artÍculos 1SS y 206

(numeral 3) de la Constitución Polftica y el articulo 3g de la Ley N. 63 de 2g de

agosto de 2008, que adopta el códÍgo procesal penat, tal como lo hemos

señalado con anterioridad.

Como ha quedado señalado, la Contraloria Generat de la República tiene

la facultad constitucional y legal de fiscalizar los fondos ptibticos, lo cual reallza

mediante el control previo y posterior en todos los actos de manejo de fondos de

cualquier órgano o institución del Estado, sin embargo, en el caso de que se

realicen auditorías forenses a la ASAMBLEA NACIONAL las mismas son

aplicables a todo el personal que no tuviese la condición de Diputados

principales o suplentes; como es el caso de los funcionarios administrativos, e

incluso a aquellos beneficiados con contratos de servicios profesionales o por

donaciones recibidas, y en caso que los hallazgos pudieran involucrar a

Diputados de la República, ya sea Principales o Suplentes, la Contraloría

General de la República debe poner en conocimiento inmediato al Pleno de la

Corte Suprema de Justicia; que mantiene la competencia privativa para la

investigación y procesamiento de los actos delictivos y poticivos seguidos contra

los mismos.

De esta forma, como quiera qqe la solicitud de interpretación prejudicial

presentada por la ASAMBLEA NACIONAL no cumple con los requisitos de

admisibilidad de este tipo de proceso, y por tanto no puede ser absuelta por esta

Sala, por cuanto solamente corresponde a este Tribunal dentro de este tipo de



ú
l5

peticiones señalar el verdadero contenido y alcance de un acto administrativo,

que la autoridad administrativa deba ejecutar, o que la autoridad judicial deba

aplicar para resolver un proceso, y no la confrontación del acto administrativo

consultado con normas legales concretas para establecer si se han infringido o

no (como pareciera ser lo pretendido por el petente en el presente caso), y

tomando en consideración que la soticitud interpuesta fue en su momento

admitida por la Sala Tercera, lo procedente es declarar no viable la solicitud

formulada por la ASAMBLEA NACIONAL, atendiendo a lo dispuesto por el

artículo 50 de la Ley N' 135 de 1g43.

Por consiguiente, la Corte Suprema de Justicia, Sala Tercera de lo
Contencioso Administrativo, administrando justicia en nombre de la República y

por autoridad de la Ley, DECLARA NO VIABLE la solicitud de interpretación

prejudicial interpuesta por la ASAMBLEA NACIoNAL, a través de apoderado

judiciaf, para que la Sala Tercera interprete la Resolución Nrim. gilg-2017-

DINAG de 8 de marzo de 2017, emitida por la Contraloría General de la

República.

NOTIFíOUESE,

ABEL A TO ZAMORANO
STRADO

REN C. TELLO C.
MAGISTRADO

OOIVSALVAMNI|mDE

OSAS
TARIA

5a la lll de la
I

Jude JusriciaCorte Suipre
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Entrada No. 630-1 Z

Despacho Def Magistrado Ponente Abef Zamorano

SALVAMENTO DE VOTO
MAGISTRADO EFREN C. TELLO C.

con eldebido respeto expreso midisconformidad con elproyecto en lectura,
en vista que debo manifestar que discrepo de la decisión acogida, posición que
sustento con base a las siguientes consideraciones:

o Es importante destacar la función judicial y la función administrativa dentro
del acto que se busca interpretar, pues, la función judicial se encuentra
claramente delimitada los artículos 487 y subsiguientes del código procesal
Penal, que le confiere competencia exclusiva al pleno de la Gorte suprema
de Justicia, para investigar y juzgar los actos delictivos y policivos
Guya comisión se le atribuya a los Diputados de la Repriblica, principales
o suprentes. Investigación esta, que puede ser promovida por quereila o
denuncia del ofendido, que debe ser presentada ante la Secretaría de la
corte suprema de Justicia, y debe ser admitida, el pleno designará a uno de
sus miembros (Magistrado), para que ejeza la función de Fiscalde ta causa,
quien realizará las averiguaciones que conduzcan al esclarecimiento del
hecho lmputado y dispondrá la práctica de ras diligencias que estime
necesarias, con el coffespondiente control del Magistrado designado como
Juez de Garantías. Er énfasis sobre "para investigar y juzgar ros actos
delictivos y policivos cuya comislón se le atribuya a tos Diputados de
la República" es importante, porque la función de fiscalización de fondos
públicos del Estado Panameño es privativa para la contraloria Generalde la
República y así mismo, la constitución Política sobre la función judicial del
Pleno de Corte Suprema de Justicia.

o La Ley 32 de I de noviembre de 19g4, por la cual se adopta ra Ley
orgánica de la contraloría General de la República, y señala lo
siguiente:

"Artículo 1.

La contraloría General de la Repúbrica es un organismo estatalindependiente de carácter técnico,, cuya misión es fiscarizar, regurar ycontrorar ros movimientos de ros fondós y uienes púbricos, y examinar,r¡t9-rve¡ir.V fenecer las cuentas relativas 
" ""rtor...-'Artículo 2.



La acción de la Contraloría Generalse ejerce sobre todas las personas y
organismog que t9ng1n a su eargo la eustodia o e[ rnanejo ¿á ron¿os obienes del Estado, de ros Municipios, ¿untas aomunáiá*, 

"rnpl.""uestatales, entidades at¡tónomas y semi-autónomas, en e! pa¡s ó en e!extranjero. También se ejerce eóta acción sobre aqueilas"personas uorganismos en los que. tenga participación económica el Estado o flasentidades públic.as y sob19 ias'personas que reciban subs¡d¡o o ayudaeconómica de dichas entidades y sobre aquéllas que realicen colectaspúblicas, para fines púbiicos, pero-tal acciórr i"na óroporcional an giáco oeparticipación de dichos entes púbricos. se excrüye de ra acción de taContralorla las organizaciones sindicales, tas soóLdades cooperativas ydemás entidades cuya fiscarización, i¡g¡r"*¡á y contror searn decompetencia, de acuerdo con disposicioneé ilegales especiales, de otrosorganismos oficiales.
Título flll
Funciones Genera8es
Artíeulo 11.

P.arq et cumplimiento de su misión, ia contralorfa General ejercerá lassiguientes atribuciones:
I ...
2" Fisealizará, negurará y controrará todos ros actos de rnanejo defondos y otros hienes públicos, a fin de qu" t"i"* aetos se realicen coneorrección ysegún lo establecido en las normas jurídica" r=pát¡vas.."4' Realizará inspecciones e investigaciones tenáLntes a determinar lacorrección o incorrección de ras. operaciones qr" áÉ.t"o 

-eáir¡rtn¡o*
públicos y, en su caso, presentará las denun'cias respectivas. Estasilvestigaciones pueden iniciarse por denuncia o de oficio, cuando laContraloría lo juzgue oportuno
Al [nstruir una investigación, [a ContralorÍa practicará üas diligenciastendientes a reunir ros erementos.de juicio que ;schrezean ms ñécnos,pudiendo recibir testimonios, designar peritbs, *á¡ü;r- r*p;ñ;= ypracticar cualesquiera otras pruebas-institüidas por tá uey. -F - -----"

afr" Artículo za=a.ewryera! 4) de ta constitueión poríüca vigente;
44:u!"t-?9 v Bz de Ia l-ey 32 cte E de noviembie-de 1984.
Artículo 26.

Artíeulo 28.
En el examen de los expedientes de gastos deberá comprobarse,principalmente: vvu"F'vvr

ll 9u" üos comprobantes sean auténticos;
b) 9ue las operaciones aritméticas y de contabilidad sean exactas;

"1.ory 
se haya cump.lido las leyes sobre timbres y demás tributos;ch) Que el gasto hraya sido correctamente imputado, de mo¿o que

eorresponda al objeto para el cualfueron destinadoé bs fondos,
d) Que los bienes y servicios hayan sido efectivamente recibidos; y
e) Que el gasto Fraya sido neconocido y ordenado pon los funcionarios
aompetentes al efecto.

[-a Contraloría deberá practicar investigaciones para determinar si elproducto de las inversiones públicas correJponde a las sumas efectivamente
gastacias.
Artículo 31.

ta GontralorÍa Ger¡enaÍ podrá examinar y revisar los libros y registros
de contabilidad, así csn¡o las cuentas y documentos reh[¡voi a las
mismas, de toda onganización, sociedaá, entidad o dependencia que
directa o indirectannente reciba auxilio o subvención pecuniaria den una
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entidad pública. Cuando del resultado de su inte¡vención compruebe la
comisión de irregularidades que afectan patrimonios públi"os,
adoptará las medidas precautorias tendientes a proteger los intereses
priblicos.

Título V De los Órganos de Administración Capítulo I Funciones det
Contralor

Artículo 55.

El Contrator General de la República es el jefe superior de la institución y
responsable de la marcha de ésta, conjuntamente con el Sub-Contralor
General. son atribuciones del contralor General, además de las que te
asignan la constitución y otras disposiciones especiales, las siguientes:

a) ordenar investigaciones encaminadas a determinar si la
manejo de fondos y demás bienes priblicos se ha realizado
corpcta y de acuerdo con las normas establecidas;
Artfculo 82.

gestión de
de manera

En el curso de las investigaciones que realice la Contraloría General de la
Repúbüca, ésta podrá hacer uso de todos los medios de pruenas y de los
procedimientos permitidos por las normas tegales üigentes.' podrá,
igualmente, solicitar la colaboración de las auloridadej nacionales y
municipales, incluyendo la adopción de las medidas legales que Iaó
circunstancias ameriten. "

La función fiscalizadora de la Contraloría General de la República no
está relacionada con la función iudicial del Pleno de la Corté Suprr"de _Justicia, pues la función judicial de este ente y ta fúnción
fiscalizadora de la contraloría Geñeral de Ia República soñ distintas, ya
que esta última adelanta investigaciones administrativas relacionadas
con la corrección e incorrección en el manejo de fondos y otroi Uienespúblicos y esto no es de carácter jurisdicciónat.,'

o Esta declaratoria de inconstitucionalidad, tampoco te priva a la Contraloría
la facultad de ejercer los controles otorgados por el numerat 2 del artículo
280 de la constitución, consistentes en impedir el pago de subsidios y
donativos que estén en trámite, con fundamento en lo establecido en la
presente decisión del Pleno de la corte suprema que, como Tribunal
constitucional e interprete último y autorizado de la constitución, ha
determinado que la Asamblea Nacional no puede otorgar donaciones ni
subsidios por sl ni ante sí. La presente decisión aclara que et Decreto es
inconstitucional porque éste no puede dar una suerte de autorización para
que la Asamblea Nacional otorgue subsidios o donativos, ? través de la
regulación prevista en el referido Debreto, debido a que la Asamblea
Nacional no tiene permiso de la Constitución para dar subsidios y donativos.
o Goncluyendo esta idea, se han dejado claras las diferencias entre la
función judicial que lleva a cabo el pleno de la Gorte suprema de
Justicia y la función fiscalizadora que realiza ta Gontraloría General de
la República, por lo tanto, la Gontraloría General de la República, en
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eiercicio de sr¡ ff'uneión fiscalizadora puede ordeRar, ya sea por
denuncia o de oficio tas finvestigaciones tendicntes a determinar la
correccién o ir¡correeeión de las operaciones que afecten patrimonios
públieos (artíeulo 2E0, numeral4 de la Constitucién Política y elartículo
1'fl (numeral 4) de Ia !-ey 32 de E de novlembre de 19g4)
c For lo tanto, ante !a Gonsulta que le fuera elevada, se debe
INTERPRETAR PRE-J|.,DICTALMENTE la Resoluciór¡ N"3sB-2017-D|NAG
de I de marzo de 2016, que dispone "pRlMERo: ordenan a [a Direeción
Naciona[ de Auditoría Generafl de la Gontraloría General de [a República,
realizar una auditoría al proceso de emisión y pago de contratos por
Servicios Profesionales, así como donaciones efectuadas por [a Asamblea
Nacional de Diputados, durante et período de 1 de julio de zo14 a[ 31 de
diciembre de 201G.", pues no es confusa y es aplieable a la Asamblea
Naeional de Diputados.

Son estos ilos motivos que me üfevan a diferir de la
respetuosamente, SAI_VC EL VCTC"

resolueién, razon por lc aua[

EFREN C. TEL


